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1) TEXTO DE LA CITACION 


/ “Montevideo, 22 de febrero de 1994. 


La COMISION PERMANENTE se reunirá mañana miérco- 
les 23, a la hora 14 y 30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar la nota remitida por la Suprema Corte de 
Justicia referida a su situación presupuestal. 


(Carp. N” 162/94 - Rep. N” 69/94) 
LOS SECRETARIOS”. 


sión el martes 1? de marzo a la hora 15. 


5) Selevanta la sesión .......cmommsosomnosssrsrssos 331 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Julio Grenno, Américo 
Ricaldoni, Danilo Astori y los señores representantes Juan 
Carlos Ayala, Gonzalo Piana Effinger, Ana Lía Piñeyrúa, 
Oscar Magurno, Antonio Guerra Caraballo, León Lev y 
Guillermo Alvarez. 


FALTA: con licencia, el señor senador Pablo Millor. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 


sesión. 
(Es la hora 14 y 37) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 23 de febrero de 1994, 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los 
que solicita venia para destituir de sus cargos a: 


dos funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional; 
y a dos funcionarios del Ministerio de Salud Pública. 


-A la Comisión Especial integrada por los señores 
legisladores Julio Grenno y Oscar Magurno. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje 
solicitando la aprobación para designar al Dr. Alfredo 
Darío Gómez Tedeschi como miembro del Tribunal de 
Apelaciones. 


-A la Comisión Especial integrada por los señores 
legisladores Julio Grenno y Oscar Magurno. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes comunicando 
que se ha designado al señor Bautista Ayoroa Silveira 
como vicepresidente del Directorio de la Administra- 
ción Nacional de Puertos y al escribano Juan Antonio 
Oxacelhay como vicepresidente del Banco de Previsión 
Social. 


-Ténganse presente”. 


4) NOTA REMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA REFERIDA A SU SITUACION PRESU- 
PUESTAL 


-El único punto del orden del día es la consideración de la 
nota remitida por la Suprema Corte de Justicia referida a su 
situación presupuestal. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 162/94 
Rep. N' 69/94 


PODER JUDICIAL 
Suprema Corte de Justicia 


Montevideo, 21 de febrero de 1994, 


Sr. presidente de la Comisión Permanente 
Dr. Juan Andrés Ramírez 
_ Presente 


En ejercicio de la facultad que le atribuye el Art. 240 de la 
Constitución y teniendo en consideración lo dispuesto por los 


COMISION PERMANENTE 


23 de Febrero de 1994 


Arts. 129 y concordantes de la misma, la Suprema Corte de 
Justicia hace llegar a la Comisión que Ud. preside las observa- 
ciones que en el orden constitucional y legal le merece el 
decreto del Poder Ejecutivo 26/94, de 19 de enero del corriente 
año, en cuanto excluye implícitamente, por sus Arts. 1? y 3% a 
los funcionarios del Poder Judicial del incremento de retribu- 
ciones dispuesto por dicho decreto en ejecución de los Arts. 6” 
y 7” de la ley presupuestal N” 15.809, de 8 de abril de 1986 (v. 
Diario Oficial N” 23.977 de 26/1/94). 


Estima la Corte que el citado decreto, al tomar en cuenta, 
para el otorgamiento del aumento salarial del 6% previsto en 
su Art, 1%, el incremento real 'con cargo a Rentas Generales, 
resultante para cada inciso del Presupuesto Nacional de las 
disposiciones de la ley de Rendición de Cuentas N” 16.462, de 
11 de enero de 1994, contradice abiertamente el Art. 6” de la 
ley N” 15.809 citada. 


El Art. 6” de la ley -que impone al Poder Ejecutivo la 
adecuación periódica de las remuneraciones de los funciona- 
rios públicos “de modo de mantener y recuperar progresiva- 
mente el poder adquisitivo del trabajador público” tomando en 
consideración la variación del Indice General de Precios al 
Consumo y las disponibilidades del Tesoro Nacional- procura 
básicamente una corrección del salario nominal del funciona- 
rio, que cubra el permanente desgaste del poder adquisitivo de 
las retribuciones fijas resultantes de la inflación. 


En cambio, los incrementos salariales dispuestos por la ley 
N” 16,462 configuran un aumento del sueldo (real) decidido 
por el Poder Legislativo en ejercicio de la facultad que le 
otorgan los arts. 85 inc. 13 y 86 de la Carta (y en su caso el 
Art. 238 de la misma) para establecer los niveles de retribución 
de los funcionarios; de donde es fácil concluir que la imputa- 
ción que de tales incrementos hace el decreto 26/94 para dismi- 
nuir o excluir los aumentos nominales a los que en razón de la 
inflación del período considerado tenían legalmente derecho de 
los funcionarios confunde conceptos económicos y jurídicos 
diversos, viola la ley N” 15.809 y se traduce en definitiva en 
una injustificada rebaja de las retribuciones legalmente estable- 
cidas. 


La arbitrariedad de la imputación resistida se agrava en 
virtud del hecho de que la discriminación que efectúa el decre- 
to no toma en cuenta siquiera la situación salarial concreta de 
cada funcionario afectado sino el incremento global de cada 
inciso presupuestal dispuesto por la ley. 


El Art. 4” del decreto incurre en una nueva ¡legalidad al 
delegar en la Contaduría General de la Nación facultades 
indelegables y que debían ser ejercitadas por el Poder Ejecu- 
tivo conforme con las pautas del Poder Legislativo delegante 
(Art. 6” L. 15.809). Cabría advertir incluso en este sentido que 
si bien el Art. 3” del decreto analizado prevé la posibilidad de 
que los organismos comprendidos en el Art. 220 de la Consti- 
tución adecuarán las retribuciones de sus funcionarios según 
los criterios establecidos en el Art. 1%la Contaduría General de 
la Nación, de hecho y por la vía de instructivo, eliminó dicha 
posibilidad. 
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De este modo, la aplicación administrativa del texto ha llevado 
a que la gran mayoría de los funcionarios judiciales -comprendida 
en el régimen de incremento salarial aleatorio establecido en el 
Art. 150 de la ley N” 16.462 y que no recibiera en virtud de tal 
régimen aumento real alguno con cargo a Rentas Generales a 
partir del 1 de enero de 1994- haya sido injustamente privada 
de todo ajuste salarial por el hecho de pertenecer a un inciso 
que incluye funcionarios que en algunos casos recibieron au- 
mentos porcentuales importantes, y, a su vez, a que funciona- 
rios que legalmente fijan sus retribuciones según aquellas co- 
rrespondientes a integrantes del Poder Judicial que cumplen 
tareas asimilables perciban actualmente retribuciones superio- 
res a las de éstos, por la circunstancia de revistar presupuestal- 
mente en un inciso (M. de Educación y Cultura) que tuvo 
globalmente un menor aumento de las retribuciones. 


Cabe anotar que el decreto 26/94 no hace referencia alguna 
a las disponibilidades del Tesoro Nacional; de todos modos, la 
Corte cree necesario hacer constar que, a su juicio, aun cuando 
se entendiera que la mención que el Art.6? de la ley N” 15.809 
cit. hace a tal factor económico podría fundar jurídicamente la 
decisión del Poder Ejecutivo de otorgar un incremento inferior 
a la pérdida del poder adquisitivo de los funcionarios, en forma 
alguna se justificaría la discriminación resultante de la imputa- 
ción precedentemente cuestionada, por las razones expuestas. 


Finalmente, la Corporación desea destacar a la Comisión 
Permanente su especial preocupación por la circunstancia de 
que, en virtud de la exclusión de los funcionarios del Poder 
Judicial del aumento dispuesto por el decreto 26/94, el Poder 
Ejecutivo se haya arrogado en los hechos la facultad de modifi- 
car “per se” las retribuciones reales de los integrantes del Poder 
Judicial (Art. 233 de la Carta), afectando el equilibrio de pode- 
res constitucionalmente instituido al desconocer la facultad ex- 
clusiva que al respecto corresponde al Poder Legislativo y aun 
el principio de inalterabilidad de las retribuciones de los jueces, 
expresamente establecido como garantía necesaria de la inde- 
pendencia del Poder Judicial por varias Constituciones ameri- 
canas (v. Constitución de EE.UU. -Art, III, Sección la Argenti- 
na -Art. 96-, México -Art. 94 inc. 6”- Brasil -Art. 95, II- entre 
otras). 


Saludamos al Sr. presidente y demás integrantes de la Co- 
misión con nuestra más alta consideración. 


Dr. Luis A. Torello 
Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Dra. Ileana Speroni' 
Secretaria letrada” 


SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: hemos leído la 
nota que ha mandado la Suprema Corte de Justicia referida a su 
situación presupuestal. 
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Si bien no soy abogado, creo que más que un problema 
político éste es un problema jurídico, por lo que no estoy en 
condiciones de opinar. 


En consecuencia, voy a mocionar para que a través de la 
Presidencia se cite a los catedráticos o a los juristas que corres- 
ponda para que nos asesoren en la materia. 


SEÑOR AYALA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR AYALA. - Señor presidente: voy a mocionar en el 
sentido de que se forme una Comisión Especial a fin de que 
estudie este tema, reciba a las autoridades que corresponda -si 
fuere conveniente- y luego informe a la Comisión Permanente. 


SEÑOR LEV. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: estamos ante un hecho 
muy serio de la vida política de nuestro país, que no significa 
meramente hacer una interpretación jurídica. 


En mi opinión, este es un hecho político sin precedentes en 
la actual legislatura ya que supone una colisión entre dos Pode- 
res: el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial. Ante esto, el Poder 
Legislativo no puede adoptar una actitud neutral, pues no esta- 
mos ante problemas simplemente técnicos, ya que se trata de 
interpretar cuál es la voluntad del Parlamento cuando. sanciona 
una ley de Rendición de Cuentas. 


Lamentablemente, recién pudimos tomar contacto con el 
repartido N* 69/94 -sobre la nota de la Suprema Corte de Justi- 
cia referida a su situación presupuestal- que no nos llegó a 
nuestra casa. 


Aquí hay dos tipos de problemas, Uno, el decreto del Poder 
Ejecutivo que en opinión nada más y nada menos que de la 
Suprema Corte de Justicia es ilegítimo, de acuerdo con su cali- 
ficación. Este órgano inclusive recurre por la vía correspon- 
diente ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y 
apela al Poder Legislativo para que tome cartas en el asunto. 


¿De qué se trata? De que un decreto del Poder Ejecutivo' 
propuesto por el Ministerio de Economía y Finanzas -el decreto 
26/94- establece que del incremento del 6% en las retribucio- 
nes de los funcionarios comprendidos en los incisos 02 al 14- 
naturalmente, abarca a los organismos del artículo 220 de la 
Constitución de la República- se va a detraer el incremento real 
que pueda obtenerse por la Rendición de Cuentas. La voluntad 
del Parlamento cuando votó la Reridición de Cuentas fue que 
hubiera incrementos reales. Los ajustes cuatrimestrales a los 
cuales se refiere el Poder Ejecutivo en este decreto tienen que 
ver con el artículo 6? de la ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 
Está en los resultandos del decreto. 
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Dicha ley N” 15.809 establece que los ajustes cuatrimestra- 
les significan el mantenimiento del poder adquisitivo, y en lo 
posible su acrecimiento, de acuerdo con los máximos históricos 
que ya tuvieron. En este caso, el decreto no tiene en cuenta eso 
porque interpreta que la voluntad del Parlamento al votar la ley 
de Rendición de Cuentas debe ser incluida en los ajustes por la 
aplicación del cuatrimestre setiembre-diciembre, teniendo en 
cuenta la ley N” 15.809 de abril de 1986. 


Entonces, no estamos ante problemas pequeños. La Supre- 
ma Corte de Justicia agrega que el decreto es ilegítimo porque 
viola los artículos de la Constitución que establecen que la 
fijación de los sueldos de los jueces es competencia del Parla- 
mento y los mismos no pueden ser rebajados. De acuerdo con 
una interpretación jurídica que apela a derecho, esto significa- 
ría que los aumentos de Rendición de Cuentas deben ser incor- 
porados y sobre ellos debe calcularse el .ajuste cuatrimestral. 
Quiere decir que no es a posteriori, sino que la Rendición de 
Cuentas que rige a partir del 1? de enero de 1994 incorpora 
esos aumentos y sobre ellos debe ir el ajuste. 


Si esto de por sí ya no fuere delicado, el Poder Judicial -en 
un hecho casi sin precedentes para esta corporación, que es uno 
de los poderes básicos de nuestra democracia- expresa que si el 
Poder Ejecutivo se arroga el derecho a discriminar si le corres- 
ponden o no al mencionado Poder los ajustes cuatrimestrales, 
por esa vía llega la rebaja del sueldo de los jueces. Cualquiera 
que peque de exceso de suspicacia puede pensar que ese instru- 
mento se puede utilizar como mecanismo o arma para que las 
decisiones que adopte el Poder Judicial en lugar de ser libres e 
independientes, sujetas solamente a la Constitución y a la ley, 
estén condicionadas para no desagradar a quien tiene la “bolsa” 
de los intereses coyunturales. El presidente de la Suprema Cor- 
te de Justicia, el doctor Torello, dijo en conferencia de prensa 
que la Corte no piensa que haya sido intención del Poder Eje- 
cutivo, pero el mecanismo no está armado. 


Nos encontramos ante un problema serio, muy grave y mi- 
rando los antecedentes me pregunto cómo es el proceso. Los 
más de 4.000 funcionarios judiciales recurrieron este decreto 
ante el Poder Ejecutivo y apelaron al Poder Judicial porque de 
acuerdo con el artículo 7” de la ley N” 15.809 se puede inter- 
pretar que en la medida que la norma establece un ajuste del 
6%, el Poder Judicial debiere aprobar un aumento del 6%. 
Como el Poder Judicial se encontraba en una situación muy 
difícil, por la vía correspondiente se dirigió al Poder Ejecutivo 
y al Poder Legislativo. : 


En la carta de la Asociación de Funcionarios Judiciales 
dirigida al señor presidente de la Comisión Permanente de la 
Asamblea General se solicita la intervención del organismo en 
el conflicto. Ellos expresan que: “Considerando: 1) Que el Po- 
der Ejecutivo, a través del decreto 26/94 nos quitó el ajuste 
correspondiente al cuatrimestre setiembre-diciembre, como lo 
determina la ley de presupuesto N” 15.809”. Sobre este punto 
debemos decir que desde el punto de vista de IPC -es una de 
las bases de esta ley- el ajuste setiembre-diciembre sería del 
13%. En cambio, el ajuste ya se reduce a un 6%. 
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La carta continúa: ““2) Que esta disposición fue recurrida 
oportunamente por vía administrativa ante el organismo, te- 
niendo el Ejecutivo un plazo de ciento cincuenta días para 
expedirse, luego del cual recién comienza la etapa de apelación 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 3) Que 
siendo que el mencionado decreto altera sin duda la voluntad 
del Parlamento que determinó nuestros sueldos mediante la ley 
de Rendición de Cuentas N” 16.462 así como altera por la vía 
del decreto la disposición de la ley que establece el sueldo del 
funcionario público, tal como claramente lo expresa la Consti- 


* tución. 4) Que el Ejecutivo fundamenta la medida como un 


supuesto desborde del gasto público por los incrementos sala- 
riales votados por el Parlamento cuando nuestros aumentos -a 
causa de la persistente voluntad del Ejecutivo precisamente- no 
están financiados por Rentas Generales sino por el propio usua- 
rio de la Justicia”. En este punto corresponde aclarar un aspec- 
to que agrava la situación de los 4.000 funcionarios judiciales. 
Cuando se discutió el retraso salarial que tienen estos funciona- 
rios se encontró como fórmula consensual un timbre judicial 
que, según consta en los anales, iba a financiar un aumento del 
20% o 25%. Esta ley de Rendición de Cuentas no fue aprobada 
en octubre porque el Poder Ejecutivo hizo uso de los vetos, por 
lo cual los funcionarios judiciales no obtuvieron ese aumento 
que estaba en la voluntad del Parlamento. 


Quiere decir que, en primer lugar, tenemos la situación que 
se generó por los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo a la 
ley de Rendición de Cuentas y a eso se agrega el hecho de que 
por el decreto aprobado por el Consejo de Ministros a propues- 
ta del Ministerio de Economía y Finanzas se les quita el ajuste 
del 6%. 


Creo que estamos ante un hecho delicado, grave, y que las 
últimas manifestaciones del señor presidente de la República 
vertidas en la prensa no ayudan a resolver la situación; por el 
contrario, entiendo que implican un agravamiento, no fueron 
dichas en un tono de apaciguamiento que busque encauzar esta 
problemática dentro de las normas constitucionales y de lo que 
es el justo relacionamiento de los Poderes. ¿Por qué? Porque 
en lugar de hablar sobre si es legítimo o no el decreto, que es 
lo que apela el Poder Judicial, se dice que la dificultad en el 
relacionamiento de los Poderes está dada por la ineficiencia del 
Poder Judicial. 


Quiere decir que el Poder Ejecutivo interpreta que el Poder 
Judicial es ineficiente. ¿Esto significa que se está castigando al 
Poder Judicial por ineficiencia y, por lo tanto, no se lo com- 
prende en el 6% del ajuste? ¿En qué terreno ingresamos si a las 
tesis jurídicas les respondemos con interpretaciones políticas? 


Me parece que no es necesario adjetivar la situación. Reite- 
ro que se trata de una temática grave, ya que un Poder del 
Estado se dirige a otro, en este caso el Legislativo, solicitándo- 
le que tome cartas en el asunto porque dice que los incremen- 
tos salariales dispuestos por la ley N” 16.462 configuran un 
aumento del sueldo real decidido por el Parlamento. 
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Más adelante, además de calificar de violatorio de la ley lo 
que ha hecho el Poder Ejecutivo, en la carta que hemos recibi- 
do y a la cual hemos dado lectura prácticamente en nuestra 
mesa de trabajo, se señala que: “La arbitrariedad de la imputa- 
ción resistida se agrava en virtud del hecho de que la discrimi- 
nación que efectúa el decreto no toma en cuenta siquiera la 
situación salarial concreta de cada funcionario afectado sino el 
incremento global de cada inciso presupuestal dispuesto por la 


ley”. 


Inclusive, si la ley no fuera suficiente, el decreto 26/94 no 
hace referencia a las disponibilidades del Tesoro Nacional, que 
es la única relativización que establece la ley N” 15.809 para 
cumplir con el mandato legal de que los ajustes se deben hacer 
de acuerdo con el Indice de Precios al Consumo. 


En consecuencia, además de la preocupación que manifies- 


ta el Poder Judicial, en la carta establece que el Poder Ejecuti- 
vo se ha arrogado la facultad de modificar “per se” las retribu- 
ciones reales de los integrantes del Poder Judicial -artículo 223 
de la Carta Magna- afectando el equilibrio de poderes constitu- 
cionalmente instituido, al desconocer la facultad exclusiva que 
al respecto corresponde al Poder Legislativo y aun el principio 
de inalterabilidad de las retribuciones de los jueces, expresa- 
mente establecido como garantía necesaria de la independencia 
del Poder Judicial por varias Constituciones americanas. 


Entendemos que los hechos hablan por sí solos y, por tanto, 
este órgano no puede delegar sus atribuciones. Naturalmente 
respeto las opiniones políticas que puedan tener los demás miem- 
bros de la Comisión, pero en mi opinión este hecho tiene la 
suficiente entidad y gravedad como para que la Comisión Per- 
manente se aboque a su análisis en carácter de sesión perma- 
nente. Si se entiende que es necesario convocar al señor minis- 
tro de Economía y Finanzas para que dé las explicaciones del 
caso, lo haremos. Si se entiende que debe concurrir la corpora- 
ción del Poder Judicial para ampliar los términos de la carta, 
que son suficientemente explícitos, también lo haremos. 


Pero reitero que, en mi opinión, debería ser este órgano 
colectivo, la Comisión Permanente, el que se abocara al estu- 
dio del tema. Pienso que haríamos muy mal si no percibiéra- 
mos cómo este problema ha impactado en la opinión pública. 
Aquí no se trata simplemente de un tema económico-salarial, 
que de por sí tiene entidad, sino de un problema más grave que 
tiene que ver con la estabilidad de la democracia y con el libre 
juego de los Poderes. Por lo tanto, cuando un tema de esta 
gravedad se pone a consideración de la Comisión Permanente 
como órgano del Poder Legislativo, ésta debe dar una respues- 
ta. 


SEÑOR GU! RRA CARABALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Señor presidente: sin- 
ceramente me encuentro muy preocupado por este tema. 
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Consideramos que el análisis de esta situación debe hacerse 
con ponderación, en la medida en que tenemos por delante un 
grave enfrentamiento entre Poderes de la Nación. 


En la carta que hemos recibido de parte de la Suprema 
Corte de Justicia se habla de observaciones de orden consti- 
tucional y legal que derivan del decreto del Poder Ejecutivo 
26/94, en cuanto afecta en su interpretación lo que dispone la 
ley N” 15.809. En este caso la Suprema Corte de Justicia hace 
un análisis donde demuestra que existe una abierta contradic- 
ción entre este decreto y una ley presupuestal, la N” 15,809, por 
la cual, obviamente, los funcionarios del Poder Judicial tienen 
derecho a la adecuación periódica de sus salarios, Por lo tanto, 
entendemos que el Poder Ejecutivo ha afectado directamente a 
esta ley y lesionado las competencias de un Poder independien- 
te, como lo es el Judicial. 


A su vez, la carta también hace referencia a que se viola la 
ley N” 15.809, y esto lo asegura nada más ni nada menos que la 
Suprema Corte de Justicia. Se habla de arbitrariedad en la 
imputación e, inclusive, de la ilegalidad en que incurre el 
artículo 4” del decreto del Poder Ejecutivo al delegar en la 
Contaduría General de la Nación facultades indelegables. 


Todo esto, por sí solo, aparece como una colisión entre el 
Poder Ejecutivo y el Poder Judicial. Pero, además, se despren- 
de que el Poder Ejecutivo, por sí y ante sí, se ha arrogado 
facultades para modificar las retribuciones que rigen en el Po- 
der Judicial, por lo que me temo que en este caso también ha 
entrado en colisión con el Poder Legislativo, que es el que 
constitucionalmente tiene tal potestad. 


Teniendo en cuenta la seriedad del tema y que el señor 
legislador Magurno, en una actitud sabia, ha entendido que esta 
Comisión debería contar con el asesoramiento de catedráticos 
para analizar el fondo de la cuestión, entiendo que deberíamos 
abocarnos a ello de inmediato. Sin duda la situación es muy 
grave porque hay una doble colisión de poderes por parte del 
Poder Ejecutivo: con el Poder Judicial y con el Poder Legislati- 
vo. 


Por lo tanto, vamos a acompañar la moción en el sentido de 
que se cite a los integrantes de la Cátedra de Derecho Constitu- 
cional y a los miembros del Poder Judicial, a efectos de que el 
Parlamento dirima esta situación de enfrentamiento que afecta 
al propio Poder Legislativo. 


SEÑOR RICALDONI, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: todos somos cons- 
cientes de que en el tema a examen hay dos puntos centrales y 
un tercero, a mi juicio, de menor importancia. 


El primero de los aspectos que he denominado central es el 
que tiene que ver con el decreto que la Suprema Corte de 
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Justicia impugna y que, según su entender, estaría violando -si 
mal no recuerdo- los artículos 6” y 7” de la ley N” 15.809, 
relativa a una Rendición de Cuentas. Ese es un tema jurídico, y 
adelanto mi voto favorable en cuanto a crear una Comisión 
Especial, aunque señalando desde ya que lo haría en el entendi- 
do de que su pronunciamiento no fuera más allá de las próxi- 
mas 24 ó 48 horas. Es un tema de puro Derecho respecto al 
cual -y lo digo con el respeto que siempre me merece la opi- 
nión de los especialistas- esta Comisión Permanente a través de 
sus integrantes está en condiciones de dilucidar en forma rápi- 
da, más allá de lo que eventualmente puedan ser las discrepan- 
cias que al respecto se tengan. 


Me parece importante señalar que estoy de acuerdo con la 
creación de esta Comisión, así como también mi deseo de que 
ésta se pronuncie en términos realmente perentorios. Dicha 
perentoriedad tiene que ver con un aspecto que considero fun- 
damental, que es poner punto final -por lo menos en lo que 
tiene que ver con la actividad parlamentaria, ya que es un 
hecho muy grave- al enfrentamiento producido entre el Poder 
Judicial y el Poder Ejecutivo. 


Esto me introduce en el segundo aspecto, que también con- 
sidero central. No he visto un precedente tan potencialmente 
perjudicial para lo que es el adecuado relacionamiento entre 
dos de los Poderes del Estado como el hecho al que estamos 
asistiendo en este momento. El posible enfrentamiento entre el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo -aunque nadie lo desea- 
es inherente a los roles que constitucional y políticamente tie- 
nen uno y otro. Distinta es la situación cuando el enfrentamien- 
to se produce entre los Poderes Legislativo y Judicial o, como 
en este caso, entre los Poderes Ejecutivo y Judicial, y más que 
con éste con los cinco ministros de la Suprema Corte de Justi- 
cia y -como era de prever- con la Asociación de Funcionarios 
Judiciales del Uruguay, gremial que representa a los trabajado- 
res. Esta última nos ha hecho llegar una nota fechada el 17 de 
febrero en la cual, por supuesto, sale al cruce de la interpreta- 
ción legal que resulta del decreto impugnado por la Suprema 
Corte de Justicia. 


Este tema es jurídico, pero, dada la forma en que se ha 
manejado, ha ingresado en otro campo, algo que implícitamen- 
te resulta de lo que vengo manifestando y que no me gusta: se 
trata de un problema y un planteo de tipo institucional entre los 
Poderes Judicial y Ejecutivo. 


Con el respeto y el afecto que siento por todos los integran- 
tes de la Suprema Corte de Justicia, quiero decir que el estilo 
con que han planteado este asunto es el que desearía que utili- 
zaran permanentemente. Me duele decirlo porque, repito, tengo 
la mayor consideración, en lo personal y en lo funcional, por 
los señores ministros de la Suprema Corte de Justicia. Creo que 
sus actitudes deberían haber estado regidas -como siempre lo 
ha sido en esta Corte y en las anteriores- por la sobriedad y 
hasta por la discreción, algo que no resulta de la difusión de la 
carta remitida al señor presidente de la República, de algunas 
conferencias de prensa ni de declaraciones de sus miembros. 
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Además, quiero señalar que he leído cuidadosamente la 
nota que la Suprema Corte de Justicia envía al señor presidente 
de la República y si bien tiene algunos párrafos que no com- 
parto, contiene algunas reflexiones de fondo con las que estoy 
o puedo estar de acuerdo. Con la misma franqueza quiero decir 
que me parece muchísimo más grave la actitud de la Presiden- 
cia de la República. La carta enviada por el señor presidente de 
la República el 16 de febrero a la Suprema Corte de Justicia 
-naturalmente todos sabemos que siempre sucede así- realmen- 
te tiene mucho más de lo que yo no hubiera escrito que la que 
le dirigiera a él la Suprema Corte de Justicia. 


Me parece que desde estas bancas debemos decir algo res- 
pecto a algunos comentarios francamente agresivos e inapro- 
piados para la investidura de quien los emite, que ya han sido 
señalados en sala hace algunos minutos por parte de los seño- 
res legisladores preopinantes. No se puede aceptar -yo no lo 
acepto- que el Poder Ejecutivo, nada menos que a través del 
presidente de la República, esté diciendo a la Suprema Corte 
de Justicia y a la opinión pública del pafs que las mejoras en 
las dotaciones del Poder Judicial no se ven reflejadas en los 
servicios esenciales que debe prestar. Esto es decir, en otras 
palabras, que la Justicia de este país no funciona como corres- 
ponde, que la Justicia de este país no es tal. Más allá de la 
opinión que, con todo el derecho del mundo, tenga el señor 
presidente respecto a la Justicia de este país, es un hecho graví- 
simo que lo exprese en su calidad de tal y, en virtud de deter- 
minadas formas de comunicación que normalmente están a su 
alcance, haga públicos estos conceptos a través de los medios 
de difusión, 


No deseo citar otros párrafos de esta carta porque me pare- 
cen realmente desafortunados; esto lo digo con pena. Tampoco 
quiero analizar cuáles son las causas que explican los efectos y 
cuáles son los efectos que, a su vez, generan otras causas y así 
sucesivamente, porque terminaríamos en eso que se suele de- 
nominar “el cuento de nunca acabar”. 


Creo que la Comisión Permanente, aun antes de pronun- 
ciarse sobre el tema de fondo, tendría que manifestar algo que 
implique un respaldo al Poder Judicial frente a esta actitud del 
Poder Ejecutivo, lo que es absolutamente independiente de la 
conclusión a la que arribemos desde el punto de vista jurídico. 
Porque con estar vinculadas una y otra cosa, evidentemente, en 


.el aspecto político, social y económico-financiero deben ser 


separadas prolija y cuidadosamente. Entiendo que debemos ha- 
cer un aporte constructivo de serenidad, porque advierto -no es 
ningún hallazgo que tenga un mérito especial- que simultánea- 
mente se están produciendo una serie de enfrentamientos rela- 
tivos a la interpretación sobre la forma cómo se debe pagar a 
los funcionarios públicos, los que ahora han llegado al Poder 
Judicial, pero que desde hace ya algunas semanas vienen afec- 
tando a sectores de la Enseñanza Primaria y, desde luego, 
poniendo en peligro algo realmente muy importante como es la 
regularidad de la prestación de la enseñanza y, más aún, hasta 
la iniciación de los cursos de este año. A mi juicio, todas estas 
situaciones terminan encadenándose unas con otras y fomen- 
tando climas que no son los que deseamos. 
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En más de una oportunidad he expresado -no sólo lo dije en 
esta Comisión Permanente sino que lo he hecho públicamente- 
que lamento las críticas explícitas o implícitas a la labor parla- 
mentaria formuladas por el señor presidente de la República. 
Entiendo que en la medida de que no se ingrese en lo político 
partidario, ellas forman parte de lo que él puede expresar, aun- 
que creo que equivocadamente. Pienso que son aspectos que se 
pueden señalar a la opinión pública, si es que él piensa que su 
gestión no es mejor por responsabilidad de la mayoría del Par- 
lamento. Este es un tema en el que, evidentemente, por los 
hechos que todos conocemos, es muy difícil llegar a un punto 
de encuentro entre el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo. Esto 
me conduce a un tercer aspecto que deseaba señalar, 


A mi entender, deberíamos proceder a un estudio jurídico 
del primer aspecto que yo llamaba central del tema que nos 
ocupa, y escuchar todo aquello que al respecto tenga a bien 
informarnos la Comisión que se cree, si es que en definitiva se 
forma. Pero debemos tener bien presente que tampoco es bueno 
para el funcionamiento adecuado del Poder Judicial ni en lo 
que tiene que ver con su relacionamiento con el Poder Ejecuti- 
vo, que todo esto no tenga otra alternativa que aguardar un 
lejano pronunciamiento del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. Todos sabemos cómo son los plazos administrativos 
y el tiempo en el que se resuelven los asuntos dentro de ese 
organismo. No podemos pasarnos meses -o quizás más- aguar- 
dando una resolución por parte del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, aunque parto de la base de que la adoptará con 
toda celeridad y responsabilidad. 


Además, deseo expresar que si lo que derive de nuestros 
estudios al respecto y de lo que nos proponga la Comisión que 
se designe en la Comisión Permanente resultare claramente una 
determinada posición vinculada con lo estrictamente jurídico, 
deberíamos pensar en una actividad que no sería propia de las 
competencias de este Cuerpo. Entonces, por los procedimientos 
correspondientes podría ser necesario promover el levantamiento 
del receso y el dictado de una breve ley interpretativa que 
establezca quién tiene razón en esta materia. La ley interpreta- 
tiva no sólo sería necesaria si se entendiera que le asiste razón 
a la Suprema Corte de Justicia y a los funcionarios judiciales, 
sino también en el caso inverso porque, de lo contrario, este 
problema continuará prolongándose en el tiempo sin solución; 
si la tuviere, siempre será con vencidos y vencedores y sin que 
ni unos ni otros estén demasiado seguros de cómo llegaron a la 
victoria o a la derrota en esta instancia. 


Resumiendo, señalo mi total discrepancia con estas expre- 
siones emanadas de la carta del señor presidente de la Repúbli- 
ca que afectan profundamente al Poder Judicial. Debo expresar 
que estoy de acuerdo con el nombramiento de esta Comisión, 
que creo debe reunirse y expedirse en un plazo brevísimo y, en 
función de lo que resulte de los elementos de juicio que nos 
aporte, deberemos analizar si en nuestros sectores políticos hay 
voluntad para levantar el receso y dictar la ley interpretativa 
correspondiente, si es que fuere necesario. 
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Reitero que me alarma y preocupa una situación de esta 
naturaleza, de la que no recuerdo antecedentes, por lo menos 
recientes. 


Por lo tanto, con todas estas consideraciones, adelanto el 
punto de vista que habré de exponer en el momento de la 
votación. 


SEÑOR PIANNA EFFINGER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PIANNA EFFINGER. - Señor presidente: voy a 
ser sumamente esquemático en mi exposición. 


. Dado que el señor legislador Ricaldoni ha hecho una inter- 
pretación muy personal sobre esta supuesta carta del señor pre- 
sidente de la República referida a actuaciones del Poder Judi- 
cial, me veo obligado a expresar que se trata de algo más que 
de una interpretación personal. 


No puedo creer que en este país haya alguien que desconoz- 
ca que en estos momentos hay una Justicia real y verdadera, 
No es necesario ser muy letrado para interpretar que las pala- 
bras del señor presidente de la República no se refieren a la 
falta de justicia sino a que ésta es lenta en sus decisiones; este 
es un problema que quien recorre el país lo vive permanente- 
mente. 


Supongo que es a eso a lo que se refería el señor presidente 
de la República y no a que esté faltando justicia, y en esto me 
afirmo. Como el tema es muy importante e indudablemente 
tenemos interés en ver una luz, ya que el señor legislador 
Ayala propuso la creación de una Comisión -en lo que todos 
estaríamos de acuerdo- solicitaría que se pasara a votar. Á su 
vez, mociono en el sentido de que sea integrada por cinco 
miembros y, en nombre del Partido Nacional, propongo a la 
señora legisladora Ana Lía Piñeyrúa y al señor presidente de la 
Comisión Permanente, doctor Juan Andrés Ramírez. 


SEÑOR RICALDONI, - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: no he hecho nin- 
guna interpretación personal de la misiva del señor presidente 
de la República. Creo que sería -sé que no es la intención del 
señor legislador- poco menos que menospreciar mis relativas 
capacidades de lectura, pensar que necesito una interpretación 
para determinar qué es lo que quiso decir el señor presidente. 
En este caso el señor presidente se expresó directamente; hay 
expresiones en otras intervenciones que pueden ser indirectas o 
veladas. Todos algunas veces nos expresamos en forma indi- 
recta y otras veladamente, porque la educación así lo impone o 
la discreción así lo exige. Pero aquí el señor presidente de la 
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República -a mí por lo menos- no me obligó a ninguna gimna- 
sia intelectual especial. 


Obra en mi poder una nota publicada el miércoles 23 de 
febrero en “El Observador Económico” referida a la carta que 
el señor presidente de la República remitiera a la Suprema 
Corte de Justicia. Se dice que la nota manifestó la “desazón” 
-entre comillas- lo que quiere decir que es una palabra de la 
Carta y no tengo que ejercitar mis neuronas para entender la 
actitud del Poder Ejecutivo. La misma frase continúa manifes- 
tando: “*...y sostuvo que “todo el esfuerzo que la sociedad uru- 
guaya ha efectuado para mejorar las dotaciones del Poder Judi- 
cial no se ve reflejado, según es notorio, en una mejora en los 


servicios esenciales que debe prestar” ”. 


Luego, también entre comillas, está la expresión del señor 
presidente de la República de “gran preocupación” y manifies- 
ta a los integrantes de la Suprema Corte de Justicia que “el 
poder del gobierno de vuéstra responsabilidad no es lo eficaz 
que los tiempos requieren y esa falta de eficacia, y no otra 
cosa, es lo que afecta el relacionamiento de los poderes del 
gobierno y el equilibrio institucional”. 


Hoy tildé esta misiva de desafortunada -creo que esa fue la 
expresión que utilicé- y creo que fue una profunda equivoca- 
ción del señor presidente de la República. Pero esto no es una 
interpretación personal llena de picardía política o de descon- 
fianza automática ante lo que emane del gobierno de turno. 
Aquí se está diciendo directamente algo que, quizá, si el señor 
presidente de la República lo volviera a escribir, no lo firmaría, 
Pienso que la Comisión Permanente algo tendría que decir hoy 
en este sentido, porque no se puede aceptar que se diga a la 
Suprema Corte de Justicia que la Justicia no es lo eficaz que los 
tiempos requieren y que ello está conspirando contra el relacio- 
namiento de los poderes del gobierno y contra el equilibrio 
institucional. Reitero que estoy seguro de que si el señor presi- 
dente tuviera que escribir nuevamente esta carta no la redacta- 
ría en estos términos. Seguramente la escribió en un momento 
en el cual se sintió injustamente atacado por la carta de la 
Suprema Corte de Justicia, a la que también he formulado 
algunas observaciones. 


Como ya lo dije al comienzo de esta intervención, no me 
produce ningún esfuerzo mental, físico ni interpretativo enten- 
der lo que se quiso decir, porque no se expresó en forma 
oblicua, velada o en frases tan extensas que resulta imposi- 
ble desentrañar las intenciones que hay detrás, sino en frases 
cortas, concisas y -reitero- lamentablemente equivocadas. 


SEÑOR ALVAREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ALVAREZ. - Señor presidente: la mayoría de los 
señores legisladores que me han precedido en el uso de la 
palabra se ha referido a la gravedad de la situación que se está 
viviendo -aspecto que compartimos totalmente- aunque yo di- 
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ría que es más grave de lo que hoy se está discutiendo en este 
ámbito. 


El Frente Amplio estaba debatiendo en sús órganos de con- 
ducción acerca de la posibilidad de efectuar un llamado a sala 
al señor ministro de Economía y Finanzas a efectos de discutir 
con él la salida a diversas situaciones tremendamente conflicti- 
vas que se están dando en el país. El señor legislador Ricaldoni 
hacía referencia a una de ellas: la de la enseñanza. En el día de 
hoy vimos en la prensa el anuncio de que dentro de siete días 
no se iniciarían los cursos en nuestro país en razón del incum- 
plimiento por parte del Poder Ejecutivo de las normas presu- 
puestales y, más aún, del acuerdo al que se arribó con la parti- 
cipación del Parlamento. 


Además del conflicto en la enseñanza -tema al cual le adju- 
dico enorme prioridad- hay muchas fábricas que están cerran- 
do. Si recorremos el mapa del país desde Bella Unión hasta 
Carmelo nos encontramos con FANAESA; en Juan Lacaze está 
CAMPOMAR,; en Montevideo están ubicadas todas las ramas 
de la industria metalúrgica, por ejemplo, TEM y CRUL,; diri- 
giéndonos hacia el este, en lugares cercanos a Punta del Este 
nos encontramos con plantas pesqueras como URUPES y, en 
La Paloma, ASTRA. Nos damos cuenta de que hoy en día 
están en juego más de 2,500 puestos de trabajo, ¡si será grave 
la situación que estamos viviendo! 


Creo que la Comisión Permanente no puede ignorar este 
tema. No sé si es el momento preciso de plantear que la Comi- 
sión Permanente pida explicaciones al señor ministro de Eco- 
nomía y Finanzas acerca de esta catastrófica situación que está 
viviendo el país y de la cual es absolutamente responsable, 
como se ha ido demostrando en el correr de los últimos aconte- 
ceres legislativos. Es evidente que en torno a esta temática hay 
preocupación porque el señor legislador Guerra Caraballo hace 
unos instantes hablaba de una colisión entre el Poder Ejecutivo 
y el Poder Judicial, lo cual es cierto y la nota lo está demos- 
trando. 


Las referencias que efectuó el señor legislador Ricaldoni al 
trascendido de prensa con respecto á las manifestaciones del 
señor presidente de la República acerca del Poder Judicial indi- 
can que, más allá de una colisión de interpretación jurídica, 
hay una colisión política, que es mucho más grave en un régi- 
men de gobierno como el nuestro. También hay una colisión 
entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, porque aquél 
no está cumpliendo a cabalidad normas votadas por el Parla- 
mento ni acuerdos efectuados con la participación del Poder 
Legislativo, como es el caso actual de la enseñanza, lo que 
evidentemente genera una situación extremadamente delicada. 


Pero en este momento, esta colisión no es solamente entre 
el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y el Poder Legislativo, 
sino que se produce entre el Poder Ejecutivo y la sociedad en 
su conjunto, es decir, los diversos sectores en los que ésta se 
expresa, como los trabajadores, los empresarios, los industria- 
les, los educadores, los productores agropecuarios y los pasivos 
-tal como me acota el señor legislador Ricaldoni- puesto que 
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en media hora la Cámara de Representantes comenzará a tratar 
un nuevo proyecto de rebaja de la seguridad social en el Uru- 


guay. 


Por lo tanto, a juicio del Frente Amplio y de quien habla, es 

Una situación que realmente ameritaría la concurrencia al Par- 

"lamento del señor ministro de Economía y Finanzas, a fin de 

que explique su actitud futura con respecto a estos temas, pues 

hay una necesidad inmediata de cambiar la conducción econó- 
mica, que ha sido nefasta para nuestro pueblo. 


En cuanto al tema en concreto que hoy es motivo de discu- 
sión, en cierta forma quiero globalizar la situación. Nos encon- 
tramos reunidos para tratar la nota enviada por el Poder Judi- 
cial, pero entiendo que no se puede ver como un hecho aislado, 
es decir, pasó tal cosa y el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial 
se enojaron, pero todo lo demás marcha bien. No; esto forma 
parte de toda una situación que, reitero, es extremadamente 
grave y delicada. 


Con respecto a la nota, cuando el 8 de abril de 1986 se 
promulgó la ley N” 15.809, me pregunto si a algún señor legis- 
«lador de aquel período y de éste se le hubiera ocurrido la genial 
idea de que los incrementos salariales dispuestos por el Poder 
Ejecutivo, independientemente, como complemento de las nor- 
mas que implican los aumentos salariales por IPC, de acuerdo 
con los artículos 6” y 7” de la mencionada ley, podían ser 
considerados a cuenta de los incrementos salariales. A ningún 
legislador se le pudo haber ocurrido ese tipo de interpretación. 


Hoy se plantea en sala la posibilidad de consultar a la Cáte- 
dra de Derecho Constitucional y me párece bien que así se 
proceda; no me niego a hacerlo. A veces el sentido común y la 
costumbre -no soy abogado y me gufo-por otras cosas- indican 
algunas verdades, En este caso, esas verdades determinan que a 
nadie se le había ocurrido la interpretación que hoy hace el 
Poder Ejecutivo de los artículos 6” y 7” de la ley N” 15.809. 


Por ese motivo, compartimos la idea de que de alguna for- 
_ma se engañó al Parlamento cuando éste dispuso incrementos 
salariales para el Poder Judicial de acuerdo con la ley N” 16.462. 
A ninguno de los legisladores que votamos los incrementos 
para los funcionarios del Poder Judicial se nos pasó por la 
cabeza el hecho de que a esas remuneraciones luego se iba a 
detraer una cifra a la que tenfan derecho adquirido de acuerdo 
con la ley N” 15.809. 


No me voy a negar a la integración de una Comisión Espe- 
cial, de manera que los miembros de la Comisión Permanente 
puedan intercambiar ideas con los representantes de la Supre- 
ma Corte de Justicia y con el señor ministro de Economía y 
Finanzas. 


Comparto la idea del señor legislador Ricaldoni en cuanto a 
la posibilidad de dictar una ley interpretativa; inclusive, en 
estos momentos, algún compañero asesor está abocado a esa 
tarea. Sin embargo, me temo que posteriormente el Poder Eje- 
cutivo vuelva a interpretarla de otra forma, lo que nos conduci- 
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ría a un camino sin fin. De todas maneras, creo que es una 
salida y, como bien decía el señor legislador Ricaldoni, se 
podría buscar consenso político en ese sentido. Desde ya, apor- 
taremos el trabajo que estamos realizando y manifestamos nues- 


- tro interés de que muy rápidamente se resuelva el teria, pues 


no puede dilatarse. En ese sentido, exhorto a los integrantes de 
la Comisión Permanente a pensar que aun cuando se resuelva 
este problema, todavía quedan pendientes de consideración te- 
mas sumamente importantes para el país; mencionábamos el 
conflicto de la enseñanza y algunas situaciones de la industria, 
que está en quiebra absoluta. 


Por lo tanto, sería hora de que la Comisión Permanente 
comenzara a ocuparse de esta situación tan delicada y grave 
que está sufriendo el país. 


. SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: hemos sido con- 
vocados para considerar la nota remitida por la Suprema Corte 
de Justicia referente a la situación presupuestal de los emplea- 
dos judiciales. Creo que nos tenemos que dedicar a este punto, 
pues los funcionarios del Poder Judicial no tienen la culpa del 


. problema de desocupación por el que atraviesan la industria, el 


agro y la pesca. 


Si queremos convocar al señor ministro de Economía y 
Finanzas para considerar los problemas generales del país de- 
beríamos hacerlo, pero en este momento tenemos que abocar- 


“nos a solucionar el enfrentamiento entre el Poder Ejecutivo y el 


Poder Judicial, porque sus funcionarios no pueden ser rehenes 
de la situación. 


Por lo tanto, deberíamos dedicarnos a resolver el tema mo- 
tivo de la convocatoria. : 


SEÑOR ALVAREZ. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ALVAREZ. - Señor presidente: quizás no me haya 
expresado correctamente. No era nuestra intención que se trata- 
se en este momento la problemática por la que está atravesando 
nuestro país, cuando teníamos que considerar la nota del Poder 
Judicial. Sí queríamos hacer ver a la Comisión Permanente que 
éste no es un hecho aislado y que no se da por casualidad, sino 
que responde a la política que lleva adelante el Poder Ejecuti- 
vo. 


SEÑOR PIANA EFFINGER. - Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 
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SEÑOR PIANA EFFINGER. - Señor presidente: ya se han 
presentado dos mociones. Por lo tanto, si ningún legislador 
desea hacer. uso de la palabra, solicito que se voten. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quien habla tiene intención de 
hacer uso de la palabra. De acuerdo con el Reglamento, debe- 
ría designarse un vicepresidente ad hoc por votación nominal. 
Sin embargo, como es la hora 15 y 39 y la Cámara de Repre- 
sentantes ha sido convocada para la hora 16, con la benevolen- 
cia de los señores legisladores haría uso de la palabra desde la 
presidencia. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. - ¡De acuerdo! 


SEÑOR PRESIDENTE. - Voy a hacer algunas reflexiones 
sobre el tema jurídico, porque no debemos apartarnos de la 
consideración estrictamente jurídica de este enfrentamiento o 
discrepancia de pareceres sobre los artículos 6” y 7” de la ley 
N” 15.809 entre el Poder Ejecutivo actuando en Consejo de 
Ministro y la Suprema Corte de Justicia. 


La ley N” 15.809, dictada en sustitución de normas ante- 
riores -que también facultaron al Poder Ejecutivo a hacer ade- 
cuaciones a los sueldos de los funcionarios públicos- estableció 
lo siguiente: “El Poder Ejecutivo, en períodos no menores de 
tres meses ni mayores de cuatro, adecuará las remuneraciones 
de los funcionarios comprendidos en los incisos 02 al 13, de 
modo de mantener y recuperar progresivamente el poder adqui- 
sitivo del trabajador público. 


Los ajustes serán realizados tomando en consideración la 
variación del índice general de precios al consumo confeccio- 
nado por la Dirección General de Estadística y Censos y las 
disponibilidades del Tesoro Nacional, efectuándose la próxima 
adecuación no más allá del 1? de marzo de 1986, para el perío- 
do comprendido entre el 1” de noviembre de 1985 y la fecha de 
dicho ajuste. De dichos ajustes se dará cuenta a la Asamblea 
General”. 


En consecuencia, hay una derogación de las normas ante- 
riores. 


El artículo 7” establece: “Los organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución de la República, adecuarán 
las remuneraciones de sus funcionarios en la misma oportuni- 
dad y porcentaje que se dispone por el procedimiento estableci- 
do en el artículo anterior”. 


De un análisis de ambas disposiciones parece claro que la 
ratio de la norma es, en primer lugar, autorizar al Poder Ejecu- 
tivo a modificar las remuneraciones de los funcionarios públi- 
cos sin necesidad de ley, como es la ortodoxia constitucional. 


De acuerdo con las normas constitucionales, las modifica- 
ciones de los salarios públicos deben hacerse mediante leyes 
presupuestales o modificaciones presupuestales de Rendición 
de Cuentas. 
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En 1985 -con antecedentes legislativos del período ante- 
rior- el legislador resuelve otorgar al Poder Ejecutivo una fa- 
cultad que consiste no solamente en permitirle mantener los 
salarios de acuerdo con un Índice determinado -que podría ser 
automático- sino aumentarlos por encima del Indice de Precios 
al Consumo. 


Puede haber otras reglas para el mantenimiento de los sala- 
rios. Recordemos que la reforma constitucional para los ajustes 
de las pasividades estableció el Indice Medio de Salarios, como 
criterio rector. Aquí, en cambio, se hace referencia al Indice de 
Precios al Consumo. 


Entonces, no sólo se autoriza a fijar los aumentos sobre esa 
base -en forma que podría considerarse automática- sino que se 
establece la posibilidad de recuperar esos salarios, es decir, de 
estipular un porcentaje por encima del Indice de Precios al 
Consumo. 


Creo que no hay letra más ilustrativa que la del artículo 6” 
en cuanto a que esta norma supone una delegación de compe- 
tencias en favor del Poder Ejecutivo -de dudosa constituciona- 
lidad- para que pueda modifcar las retribuciones de los funcio- 
narios públicos. 


El artículo 7” adiciona la facultad del Poder Ejecutivo de 
modificar no solamente los salarios y retribuciones de los fun- 
cionarios públicos de la Administración Central de los incisos 
02 al 13, sino también de los organismos comprendidos en el 
artículo 220 de la Constitución. 


Por lo tanto, a mi juicio, la Suprema Corte de Justicia se 
agravia en el sentido de que el Poder Ejecutivo estaría inci- 
diendo sobre las retribuciones de los jueces, pero éste no hace 
más que cumplir con una facultad delegada -reitero: de dudosa 
constitucionalidad- que le otorga la ley N” 15.809, dictada en 
el período democrático, por la que se autoriza al Poder Ejecuti- 
vo a modificar esas mismas retribuciones. 


¿Cuáles son las pautas que fija el legislador al Poder Ejecu- 
tivo? Dos pautas: mantener y recuperar en lo posible -creo que 
es el término que emplea la norma- los salarios públicos y, por 
otra parte, hacerlo de acuerdo con las disponibilidades del Te- 
soro Nacional. Estos son dos elementos que obviamente pue- 
den llegar a ser contradictorios. 


La discusión parlamentaria realizada en sala sobre la ley 
N” 15.809 -no he tenido a la vista la discusión en Comisión- 
nos ilustra a propósito de que no hubo acuerdo en cuanto al 
verdadero alcance de la norma. 


En aquel momento el señor senador Batlle fue muy claro en 
el sentido de que si las disponibilidades del Tesoro no lo per- 
miten, el IPC no es una regla de oro que deba cumplirse a 
rajatabla -lo cual parece razonable- por lo que el Poder Ejecuti- 
vo puede no llegar a otorgar un porcentaje equivalente al Indi- 
ce de Precios al Consumo del período inmediato anterior, 
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Esto aparece en forma contradictoria en algunos de los de- 
bates que se llevaron a cabo en el Senado y en la Cámara de 
Representantes. Pero aclaremos que el proyecto venido de la 
Comisión de Presupuesto de la Cámara de Senadores estable- 
cía, en cambio, que la facultad del Poder Ejecutivo le permiti- 
ría fijar un aumento de entre el 80% y el 120% del Indice de 
Precios al Consumo del período anterior. Este criterio fue des- 
cartado por rígido por parte del plenario del Senado y luego por 
la Cámara de Representantes, que le dio sanción completa. 


Por lo tanto, tenemos dos elementos a considerar. Por un 
lado, una norma a mi juicio programática en cuanto a mantener 
y recuperar el salario de los funcionarios públicos; en la medi- 
da que se tratara de recuperar y no fuera automática sería 
violatoria de la Constitución. Y, por otro lado, el límite que 
implica las disponibilidades del Tesoro Nacional, que podrán 
ser juzgadas y valoradas en cada caso de acuerdo con las cir- 
cunstancias del momento. 


La ratio de la norma es, insisto, autorizar al Poder Ejecutivo 
a incrementar el salario de los funcionarios públicos fuera de 
las normas presupuestales que tienen vigencia anual, de acuer- 
do con dos criterios: uno, básicamente programático -yo diría 
de deseo- y el otro, un criterio legal, económico y razonable. 


Esto nos hace notar que la norma no establece ningún crite- 
rio rígido determinante de que los aumentos deban ser unifor- 
mes, esto es, por ejemplo, un incremento porcentual de 6%, 
7%, 15% o 30% para todos los funcionarios de los organismos 
comprendidos en el artículo 220 de la Constitución y de los 
Incisos 02 al 13 de la Administración Central. Además, si to- 
mamos en cuenta que hay un tope máximo que son las disponi- 
bilidades del Tesoro Nacional, es posible que la intención del 
legislador -ya no la ratio- fuera permitir al Poder Ejecutivo 
actuar con la mayor equidad en ese criterio programático de 
mantener y recuperar el salario de los funcionarios públicos. 


Tenemos diversos antecedentes de esta Administración -no 
pude recopilar de la anterior- de aumentos diferenciales dentro 
de la Administración Central. En algunos casos se dio un au- 
mento mayor a los funcionarios pertenecientes a los Ministe- 
rios del Interior, Defensa Nacional y Salud Pública; en otros se 
estableció un incremento si el aumento porcentual no superaba 
una determinada suma nominal en los grados más bajos del 
escalafón, y en otros se estipulaba un aumento porcentual ge- 
neral -creo que del 7%- para todos los funcionarios, y para 
otros incisos un incremento adicional de 2%. 


Esto tiene relación absoluta con el criterio de equidad que 
maneja el legislador, en base a que las disponibilidades del 
Tesoro Nacional son el cinturón de hierro por el cual se maneja 
una determinada cantidad de dinero, en función de la cual se 
pueden distribuir los aumentos de los funcionarios públicos. 


De acuerdo con ese criterio discrecional que puede tener el 
Poder Ejecutivo para actuar con mayor equidad que la que 
representa simplemente distribuir un aumento porcentual uni- 
forme para todos los funcionarios públicos, es posible que el 
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Poder Ejecutivo tome en consideración, a los efectos del man- 


-tenimiento y eventual recuperación con justicia de los salarios 


de los funcionarios públicos -teniendo en cuenta la totalidad de 
los funcionarios públicos, porque eso es lo que marcan las 
disponibilidades del Tesoro; no caso por caso ni inciso por 
inciso, sino la globalidad de los funcionarios y el gasto que ello 
irrogará- la incidencia de otras vías de mejoramiento salarial 
que pueda haberse otorgado. 


Supongamos que en una ley de Rendición de Cuentas o de 
Presupuesto se autoriza al Poder Ejecutivo a realizar adecua- 
ciones presupuestales por otra vía que no sea ésta. Por ejemplo, 
se suprimen ciento cincuenta, doscientos o mil cargos del últi- 
mo grado del escalafón o de los últimos dos grados del escala- 
fón de Salud Pública -vacantes- se transforman los cargos y se 
otorga un aumento a los funcionarios restantes del mismo inci- 
so. En ese caso, ¿existe ilegalidad si cuando realiza el aumento 
trimestral o cuatrimestral el Poder Ejecutivo toma en conside- 
ración la incidencia que de otros aumentos pueda haber resulta- 
do para los funcionarios que hubiesen tenido la preferencia de 
obtener una modificación salarial que otros no lograron? ¿Es 
acaso ilegal que pueda haberse considerado esa incidencia para 
establecer el mantenimiento y recuperación general, distribu- 
yendo las disponibilidades del Tesoro Nacional con otro crite- 
rio de equidad distinto al de la uniformidad del aumento por- 
centual? 


Por otro lado, cuando el legislador establece que el Poder 
Ejecutivo está obligado a hacer cada tres o cuatro meses los 
ajustes cuatrimestrales, ¿se piensa exclusivamente en que el 
ajuste cuatrimestral debe ser sobre la base de período a perío- 
do, o sea tomando en cuenta sólo la depreciación del salario 
que pueda haber ocurrido por inflación en los últimos tres o 
cuatro meses? ¿O en cambio el Poder Ejecutivo tiene faculta- 
des para considerar otros elementos, como los aumentos que 
puedan haber ocurrido en vía presupuestal -al inicio del perío- 
do, por ejemplo- al otorgarse un incremento real sustancial y 
diverso a un sector del funcionariado público, pudiendo mane- 
jar otras pautas a los efectos de velar para que la disponibilida- 
des del Tesoro Nacional se distribuyan de la manera más equi- 
tativa, y de lograr el mantenimiento o la eventual recuperación 
del salario de los funcionarios públicos de todos los Incisos -del 
02 al 13- y de los organismos comprendidos en el artículo 220 
de la Constitución? y 


Por lo tanto, a nuestro juicio no es tan clara la interpreta- 
ción que realiza la Suprema Corte de Justicia y sus cinco mi- 
nistros a propósito de los artículos 6” y 7* de la ley N” 15.809. 


Por un lado, se impugna que se haya fijado el salario de los 
miembros del Poder Judicial y especialmente el de los magis- 
trados, pero esto no es nada más que una autorización legislati- 
va; el pecado sería en todo caso del Parlamento y no del Poder 
Ejecutivo que hizo uso de una facultad. Aun cuando hubiera 
fijado una modificación porcentual estaría variando el salario 
de los funcionarios y de los magistrados. Si en una modifica- 
ción porcentualmente homogénea no alcanzara el IPC, no cabe 
duda de que se estaría rebajando el salario de los magistrados 
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para el último período. Esto también está dentro de la ratio y la 
concepción que tuvo el legislador en 1985 al crear la norma. 


Por último voy a hacer un razonamiento adicional. Tene- 
mos serias dudas de que la aplicación de la ley N” 15.809 se 
pueda llevar a cabo en el corriente año. Sé que estas palabras 
pueden significar cierta sorpresa para los legisladores pero par- 
timos de la base de que ni siquiera el Parlamento está autoriza- 
do a dar aumentos a los funcionarios públicos en los doce 
meses previos al acto electoral, de acuerdo con el artículo 229 
de la Constitución. Dicha disposición establece: “El Poder Le- 
gislativo, las Juntas Departamentales, los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos, crear 
cargos, determinar aumento de sueldos y pasividades, ni apro- 
bar aumentos en las Partidas de Jornales y Contrataciones, en 
los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordina- 
rias, con excepción de las asignaciones a que se refieren los 
artículos 117, 154 y 295”. 


En consecuencia, el legislador en 1985 le otorgó al Poder 
Ejecutivo la facultad de autorizar aumentos que impliquen la 
posible recuperación de los salarios. Se puede decir que el 
mantenimiento del nivel de salarios implica que éstos se ade- 
«cuen al poder adquisitivo anterior de acuerdo con el IPC, si es 
que esta regla fuera la válida; pero en definitiva, cuando se 
habla de recuperar el salario de los funcionarios públicos de 
todos estos incisos y organismos en la medida de las posibilida- 
des del Tesoro Nacional, a través de la aplicación de esta medi- 
da en un año electoral, se estaría violando no solamente la 
norma constitucional que impide la delegación de atribuciones 
en materia de fijación de salarios, sino también el artículo 220 
de la Constitución que establece una prohibición mucho más 
específica para el año electoral. Precisamente, la razón del 
artículo 229 es evitar manejos demagógicos en el período elec- 
toral por parte de los titulares de cualquiera de esos organis- 
mos. En definitiva, perfectamente podría haberse fijado un au- 
mento muy superior de recuperación, contrario a las disponibi- 
lidades del Tesoro Nacional, a través de la emisión de deuda o 
dinero, con lo que se estaría violando el artículo 229 de la 
Constitución. 


SEÑOR LEV. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor Lev. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: he seguido con atención 
su intervención y como tuve participación en el análisis de los 
vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo puedo decir que se 
hizo una interpretación al respecto. El Parlamento culminó el 
tratamiento de la Ley de Rendición de Cuentas antes del año en 
que se establecen las prohibiciones de aumentar las retribucio- 
nes y lo que obliga a exceder el plazo es el veto del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La posible violación del artículo 
229 no está dada por la Rendición de Cuentas que menciona el 
señor legislador, sino por el uso de la facultad del Poder Ejecu- 
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tivo en el año electoral, de acuerdo con el artículo 6” de la ley 
N” 15.809. Por lo tanto, no tiene nada que ver con la Ley de 
Rendición de Cuentas. 


Puede continuar el señor legislador Lev. 


SEÑOR LEV. - En primer lugar, quiero señalar que un 
aspecto del motivo original de esta discrepancia entre el Poder 
Judicial y el Poder Ejecutivo tiene que ver con la Rendición de 
Cuentas. Una vez que el Poder Legislativo culminó el trámite 
de la Rendición de Cuentas, el Poder Ejecutivo interpuso los 
vetos; inclusive se discutió si el análisis de los vetos debía 
culminar antes del año para evitar cualquier situación que lle- 
vara a una discusión desde el punto de vista jurídico. Se inter- 
pretó que en este caso corría el plazo de los vetos y no el 
relativo a los aumentos. 


En segundo término, voy a manifestar que hay dos aspectos 
importantes de la ley N” 15.809, Uno de ellos refiere a que los 
aumentos tienen que fijarse de acuerdo con el IPC. El otro 
tiene que ver con que el Poder Ejecutivo puede relativizar 
dichos aumentos en cuanto a las disponibilidades del Tesoro. 
Sin embargo, el decreto del Poder Ejecutivo no apela a ese 
aspecto. Precisamente, esto es lo que critica el Poder Judicial 
manifestando su carácter arbitrario, pues no se apela a la nor- 
ma legal en cuanto a que las disponibilidades del Tesoro obli- 
gan al Poder Ejecutivo. 


Se hace una interpretación en la que está en juego nuestra 
responsabilidad como parlamentarios. El Parlamento votó au- 
mentos reales para el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo inter- 
preta que ellos están incorporados al ajuste. Estas son dos cosas 
totalmente distintas. Es por eso que cuando la Suprema Corte 
de Justicia se dirige a la Comisión Permanente expresa que se 
confunden conceptos económicos y jurídicos, que se viola la 
ley y que ello se traduce en una injustificada rebaja. 


Si se entiende que el 6% es lo que corresponde para mante- 
ner el poder adquisitivo, no se puede incorporar el tema de la 
Ley de Rendición de Cuentas. El Parlamento parte de una base 
100 de los sueldos, a la que se incorpora ese 6%. Si a eso se le 
detrae el aumento, se viola la voluntad del Poder Legislativo. 
Por lo tanto, ya no se trata simplemente de la interpretación de 
la ley N” 15.809 respecto al IPC y a las disponibilidades del 
Tesoro, sino que hay que analizar este otro aspecto. 


Quiero señalar que el Poder Ejecutivo por primera vez in- 
terpreta -lo subrayo- que para el ajuste cuatrimestral los au- 
mentos que resuelve el Poder Legislativo deben ser detraídos; 
además, lo hace por incisos y no toma en cuenta los sueldos 
particulares. Esto puede llevar a situaciones irregulares que 
quizás el señor presidente conozca. Concretamente, me refiero 
a los aumentos de los fiscales que van por el Ministerio de 
Educación y Cultura y que por ley sus sueldos deben ser igua- 
les a los de los magistrados. Sin embargo, por esta disposición 
del Poder Ejecutivo los fiscales pueden tener un sueldo supe- 
rior al de los magistrados. La interpretación del Poder Ejecuti- 
vo ha dado lugar a este tipo de aberraciones que hace que a los 
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funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura les corres- 
ponda un 4% porque el Poder Ejecutivo interpreta que tiene un 
2% por la Rendición de Cuentas y a los funcionarios del Poder 
Judicial eso no les corresponda. Cuando se llega a ese tipo de 
aberraciones, fruto de la interpretación no jurídica del Poder 
Ejecutivo, es que el Parlamento tiene que tomar cartas en el 
ásunto. 


En ese sentido, entiendo que podríamos consultar a los ca- 
tedráticos de derecho constitucional en un plazo de veinticuatro 
horas. Asimismo, entendemos que esta sesión no puede culmi- 
nar sin que haya una declaración en cuanto a lo que es la 
confianza en el Poder Judicial en el cumplimiento de sus res- 
ponsabilidades constitucionales de impartir justicia y el recono- 
cimiento a su labor como puntal en la estabilidad de las institu- 
ciones democráticas y en el justo equilibrio de los Poderes del 
Estado. Creemos que ante esta situación la Comisión Perma- 
nente debe emitir una declaración en los términos que ya men- 
cioné, que no tiene por qué referir siquiera al conflicto de 
poderes relativo al decreto. Sin embargo, en cuanto haya una 
mínima sombra de duda sobre el Poder Judicial respecto a su 
eficacia para impartir justicia o a su carácter de puntal en el 
justo equilibrio de los Poderes del Estado, creo que también 
sobre eso debernos expresarnos en la tarde de hoy. 


SEÑOR AYALA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


- SEÑOR AYALA. - Señor presidente: simplemente, deseo 
manifestar que la Cámara de Representantes está citada para la 
hora 16 y varios de los señores legisladores que estamos aquí 
presentes integramos la Comisión de Seguridad Social, que 
trató el tema que se va a discutir hoy. Por lo tanto, en el caso 
de que haya más señores legisladores que vayan a hacer uso de 
la palabra, propondría que se votara un intermedio hasta el día 
de mañana, a efectos de continuar escuchando las distintas 
exposiciones. De lo contrario, solicito que se vote la moción 
antes presentada, 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Han solicitado la palabra los se- 
ñores legisladores Guerra Caraballo y Ricaldoni. Luego se pon- 
drá a votación la moción del señor legislador Ayala. 


Tiene la palabra el señor legislador Guerra Caraballo. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Hemos seguido aten- 
tamente la exposición del señor presidente pero debemos seña- 
lar que no compartimos su interpretación. Creemos que la pro- 
hibición que se establece en el artículo 229 de la Constitución 
no alcanza necesariamente a lo que son los ajustes cuatrimes- 
trales, que se siguen abonando aun en el año electoral. Aquí 
estaríamos ante un problema interpretativo, y entiendo que la 
Constitución ampara 'al Poder Judicial para que reciba estos 
aumentos que son producto de un ajuste cuatrimestral que se 
otorga durante todo el período del año electoral. 
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En consecuencia, no veo que esto se oponga a lo que esta- 
blece el artículo 229 de la Constitución. 


SEÑOR RICALDONI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: en primer lugar, 
debo señalar que coincido con el señor legislador preopinante 
en cuanto a que el artículo 229 tiene una interpretación diferen- 
te de la que se ha dado desde la Mesa. Entiendo que la prohibi- 
ción apunta a aprobar aumentos en las partidas de jornales y 
contrataciones y a determinar aumentos de sueldos en los doce 
meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias. Esto no 
se fijó en los doce meses anteriores, sino mucho antes con un 
efecto también en el año de las elecciones. 


Pienso que se trata de una práctica pacíficamente admitida 
en el país desde siempre y buen caos se armaría si en el año de 
las elecciones se aplicara el criterio esbozado por el señor pre- 
sidente y nadie tuviera aumentos que, por otra parte, tampoco 
son tales, sino que sólo corresponden a una adecuación de las 
remuneraciones disminuidas por lo que se suele denominar in- 
flación. 


De todos modos, considero que es oportuna la idea de re- 
unirnos nuevamente en el día de mañana. Sería mi deseo que la 
Comisión Especial se nombrara antes de levantar esta sesión y 
que estuviera integrada por tres miembros y no por cinco, adop- 
tando una resolución sin consultar ni recibir a personas ajenas a 
lo que es este Cuerpo Legislativo, porque de esa manera llega- 
remos a la próxima semana con un problema que, a lo mejor, 
tenemos la fortuna de contribuir a solucionar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo hacer una aclaración res- - 
pecto de la interpretación del artículo 229, en razón de que se 
ha hecho alusión a nuestras palabras anteriores. 


En cuanto al argumento que maneja el señor legislador 
Ricaldoni en el sentido de que podría crearse un caos o una 
conmoción en el caso de que la interpretación que hicimos 
respecto del artículo 229 de la Constitución fuera la correcta, 
sostenemos que estamos absolutamente seguros de que lo es. 


Por otra parte, como se ha hablado de tantas aberraciones, 
debemos decir también que hay una enorme cantidad de nor- 
mas declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Jus- 
ticia. Entonces, la prueba más clara de que el Poder Legislativo 
también sabe violar la Constitución es el largo listado de leyes 
declaradas inconstitucionales. Creo que en esto no debemos 
rasgarnos las vestiduras, pues cualquiera puede equivocarse en 
la interpretación de un texto constitucional. Precisamente, con 
la mejor de las intenciones, en 1985 el Poder Legislativo dictó 
una norma por la que delega atribuciones, lo que no podría 
hacer porque una cosa es decir que se aumente por un determi- 
nado procedimiento automático -como se fija el salario de los 
legisladores- y otra es facultar a otro órgano a tener la discre- 
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cionalidad, de acuerdo con las disponibilidades del Tesoro Na- 
cional, de recuperar el salario, es decir, aumentarlo por encima 
del Indice de Precios al Consumo. 


En consecuencia, existe una violación a la Constitución en 
ese aspecto, es decir, una delegación de atribuciones no legíti- 
ma, pero está agravada si se usa para otorgar un aumento del 
salario real en el período anterior a las elecciones. Creo que no 
hay argumento lógico que pueda aniquilar ese razonamiento, 
pero admito que, quizás para evitar mayores problemas, la prác- 
tica ha hecho que se puedan establecer aumentos a los funcio- 
narios públicos en los doce meses anteriores a las elecciones. 
Es probable que si hubiera sido ministro del Interior en ese 
momento, habría firmado el decreto otorgando el aumento. 


En cuanto al nombramiento de la Comisión, se ha sugerido 
que esté integrada por cinco miembros. El Reglamento de la 
Comisión Permanente en su artículo 5” establece que no habrá 
Comisiones determinadas permanentes, sino que para cada asunto 
se nombrará por el presidente una especial compuesta de dos 
miembros. 


SEÑOR AYALA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR AYALA. - Señor presidente: en el caso de la ense- 
ñanza aconteció algo similar, ya que se nombró una Comisión 
Especial con un número mayor de miembros de lo que indica 
el Reglamento. Por esa razón, hacíamos la propuesta para que 
estuvieran representados todos los sectores políticos que inte- 
gran la Comisión Permanente. ! 

SEÑOR PRESIDENTE. - En ese caso, los miembros de la 
Comisión Permanente podrían optar por un número superior de 
integrantes en la Comisión. De cualquier manera, es obvio que 
cualquier integrante de la Comisión Permanente puede partici- 
par de la discusión. Entonces, sería un problema de procedi- 
miento estrictamente formal que no tiene demasiado sentido. 


En cuanto a la propuesta del señor legislador Ricaldoni en 
el sentido de que la Comisión no reciba opinión alguna, la 
Mesa entiende que, más allá de escuchar a los profesores cate- 
dráticos de derecho público -en realidad no sabemos si es es- 
trictamente esta materia- podríamos invitar al Poder Judicial y 
al señor ministro de Economía y Finanzas. Quizás lo correcto 
sea que eso lo decida la Comisión Especial. 


SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: creo que la Co- 
misión se debería nombrar en el día de hoy, porque los emplea- 
dos judiciales no pueden seguir esperando veinticuatro horas 
más para dilucidar este problema. Entendemos que la Cámara 
se reúne a la hora 16, pero nadie se puede sentir ofendido 
porque en el día de hoy se resuelva un problema que atañe a 
4.000 funcionarios judiciales. 
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Reitero que es necesario que en el día de hoy se resuelva la 
designación de la Comisión para que ya en el día de mañana 
comience a actuar. 


(Apoyados) 
SEÑOR LEV. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: comparto las palabras del 
señor legislador Magurno, así como también lo que se ha ex- 
presado en sala acerca de la necesaria agilidad en la resolución. 


Este no es un tema que pueda insumir el tiempo que uno 
quiera. Aquí hay un hecho que, reitero, es de suficiente grave- 
dad y conmoción pública: las relaciones entre el Poder Ejecuti- 
vo y el Poder Judicial se han deteriorado. 


Por lo tanto, desde este punto de vista, el Parlamento, como 
el otro aspecto del trípode de las instituciones democrático- 
republicanas, debe tener la agilidad y la eficiencia para resol- 
ver este tema como máximo en cuarenta y ocho horas. Por esa 
razón, estimo que esta Comisión Permanente debe ser convo- 
cada para dentro de cuarenta y ocho horas, porque si citamos a 
la Comisión Especial para el día de mañana y después hay que 
volver a convocar a la Comisión Permanente, evidentemente 
no estamos dando la señal de que en ese plazo queremos resol- 
ver este tema. 


Entonces, compartiendo las opiniones aquí vertidas, creo 
que debemos establecer un plazo de cuarenta y ocho horas para 
que esta Comisión Especial dentro de los límites de las consul- 
tas que deba hacer, traiga un informe al seno de la Comisión 
Permanente. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Señor presidente: pro- 
pongo que el señor legislador Ricaldoni integre esta Comisión 
de tres miembros. : 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
del señor legislador Ayala proponiendo que la Comisión Espe- 
cial se integre por cinco miembros, a efectos de que se encar- 
gue del estudio y análisis del tema en discusión, así como de 
las entrevistas con las autoridades que correspondan. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: estoy desborda- 
do con el trabajo de la reforma constitucional proyectada pero, 
de cualquier manera, no me sentiría cómodo integrando una 
Comisión que se propone citar a la Suprema Corte de Justicia, 
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al Ministerio de Economía y Finanzas y, eventualmente, a es- 
pecialistas para llegar quizás a una definición del tema. 


Coincido totalmente con lo que acaba de expresar en ese 
sentido mi compañero de Partido, el señor legislador Magurno. 
Me temo que, como nos suele suceder, terminaremos discutien- 
do el sexo de los ángeles y traeremos el informe a la Comisión, 
que puede llegar tarde o nunca. Con todo el respeto que me 
merece la labor parlamentaria, creo que podríamos buscar un 
acuerdo de toda la Comisión Permanente apuntando a otro 
lado. 


Acepto que sean cinco los miembros, porque veo que así lo 
quiere la mayoría de la Comisión Permanente y propondría que 
con o sin los informes de la Comisión Especial, este Cuerpo 
realice un intermedio hasta el viernes a las 15 horas para ver 
qué es lo que puede hacer dentro del límite de sus competen- 
cias. Me parece que esto sería conveniente porque se ha creado 
una expectativa que no hemos buscado y se nos ha impuesto un 
papel protagónico al dirigirnos la Suprema Corte de Justicia 
una nota que merece todo nuestro respeto y consideración. Ya 
que en el día de hoy hemos analizado el tema, lo menos que 
podemos hacer es tomar una decisión dentro del límite de nues- 
tra competencia para terminar con este asunto no más allá de 
este fin de serana. 


Por tanto, respetando mucho otras opiniones, propondría 
que en lugar de votar la moción que estaba a consideración, se 
vote otra que establezca que se faculta al señor presidente en 
consulta con los sectores políticos para designar a los cinco 
miembros de esa Comisión. Es decir que mociono para que, en 
primer lugar, se designe una Comisión de cinco miembros; en 
segundo término, se faculte al presidente de la Comisión para 
que en consulta con los diferentes sectores la integre y, en 
tercer lugar, se realice un intermedio hasta el viernes a las 15 
horas para que con o sin informe de la Comisión Especial, la 
Comisión Permanente continúe con el análisis del tema. 


SEÑOR MAGURNO. - ¿Me permite, señor presidente? 


Pediría al señor legislador Ricaldoni que hiciera un sacrifi- 
cio. Comprendo que el tema de la reforma constitucional es 
importante y hace muchísimos meses que se está tratando, pero 
nos interesa que integre la Comisión Especial a fin de resolver 
este tema lo más rápidamente posible. 


La reforma de la Constitución hace muchísimos meses que 
espera una definición y considero que un día más no va a 
afectar su resolución. Por tanto, solicitaría que el señor legisla- 
dor hiciera un sacrificio e integrara esta Comisión, dada su 
condición de abogado y experto en la materia, ya que el tema 
que analizamos hoy no puede esperar el tiempo que lleva el 
análisis de la reforma constitucional. 


En consecuencia, solicito al señor legislador Ricaldoní que 
acepte integrar la Comisión. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: si quien preside 
la Comisión que está tratando la reforma de la Constitución me 
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autoriza, integraré la Comisión tratando de no perturbar el tra- 
bajo que estamos realizando. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La moción propuesta es comple- 
ja, ya que propone la integración de la Comisión facultándose 
al presidente a acordar con los sectores políticos y un interme- 
dio hasta el viernes a la hora 15. Estaríamos facultando a una 
Comisión para realizar un estudio y, eventualmente, para citar 
a miembros del Poder Judicial y del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Quizás se podría facultar a la propia Comisión o a la 
Presidencia a levantar el intermedio el lunes para dar mayor 
elasticidad al trabajo, porque no tiene sentido hacer una re- 
unión el viernes si la Comisión no pudo sesionar y hacer todas 
las consultas correspondientes. 


En el día de hoy la Cámara de Diputados va a tratar un 
proyecto de ley sobre la reforma de la Seguridad Social que 
quizás se extienda hasta mañana, ya que se trata de una norma 
de urgente consideración. Entonces, como no se sabe si el 
jueves podrá trabajar la Comisión Especial, puede ser apresura- 
do votar el levantamiento del intermedio para el día viernes. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: voy a modificar 
en parte mi propuesta, aunque aclaro que mi intención es que 
se vuelva a tratar este tema con o sin informe de la Comisión 
Especial, ya que cabe la posibilidad de que ésta no se reúna. 
Teóricamente es concebible una hipótesis en ese sentido. 


Por tanto, propongo realizar un intermedio hasta el martes a 
las 15 horas y continuar el análisis del tema con o sin informe 
de la Comisión Especial. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da por el señor legislador Ricaldoni respecto de la creación de 
la Comisión con cinco miembros, a facultar a la Presidencia 


para que la integre en acuerdo con los sectores políticos y 
realizar una sesión el martes 1” de marzo a la hora 15. 


(Se vota:) 

-11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
5) SE LEVANTA LA SESION 

Se levanta la sesión. 

(Es la hora 16 y 16) 
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